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LEY 1182 DE 2008
 

(enero 8 de 2008)

 
por medio de la cual se establece un proceso especial para el saneamiento de la titulación de la propiedad

inmueble.

 
*Notas de Vigencia*

 
Derogada por el artículo 27 de la Ley 1561 de 2012, publicada en el Diario Oficial No. 48488 del ,

miércoles, 11 de julio de 2012: "por la cual se establece un proceso verbal especial para otorgar títulos de

propiedad al poseedor material de bienes inmuebles urbanos y rurales de pequeña entidad económica,

sanear la falsa tradición y se dictan otras disposiciones."  

 
 

El Congreso de Colombia

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. Objeto. *Derogada por la Ley 1561 de 2012* Podrán sanearse, por medio del proceso

especial establecido en la presente ley, los títulos que conlleven la llamada falsa tradición, de aquellos

poseedores de bienes inmuebles cuya extensión en el sector urbano no sea superior a media hectárea y en

el sector rural  no sea superior a diez (10) hectáreas, siempre y cuando su precaria tradición no sea

producto de violencia, usurpación, desplazamiento forzado, engaño o testaferrato y no esté destinado a

cultivos ilícitos o haya sido adquirido como resultado de dichas actividades.
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Artículo 2°. Autoridad competente.*Derogada por la Ley 1561 de 2012* Concédase a los Jueces

Civiles y Promiscuos Municipales competencia para adelantar el  proceso especial  que se regula en la

presente ley, al cual se aplicará el procedimiento oral en lo pertinente y el principio de inmediación durarte

el trámite del proceso.

 
 
Artículo 3°. Requisitos.*Derogada por la Ley 1561 de 2012* Para la aplicación de este proceso

especial se requiere lo siguiente:

 
a) Que el inmueble sometido a este proceso tenga título o títulos registrados durante un periodo igual o

superior a cinco (5) años y cuya inscripción corresponda a la llamada falsa tradición;

 
b)  Que  el  inmueble  se  posea  materialmente,  en  forma  pública,  pacífica  y  continua,  durante  el  término

establecido  por  el  Código  de  Procedimiento  Civil  para  la  prescripción  ordinaria,  cinco  (5)  años;

 
c) Que en el folio de matrícula correspondiente no figuren gravámenes y/o medidas cautelares vigentes;

 
d) Que el inmueble objeto del proceso conforme a lo previsto en las reglas y principios de la legislación

agraria, no se halle sometido al régimen de la propiedad parcelaria establecido en la Ley 1152 de 2007, lo

cual será certificado por el Incoder;

 
e) Que con respecto al inmueble de que se trate no se haya iniciado con anterioridad a la demanda alguno

de los procedimientos administrativos agrarios de titulación de baldíos, extinción del derecho de dominio,

clarificación  de  la  propiedad,  recuperación  de  baldíos  indebidamente  ocupados,  deslinde  de  tierras  de  la

Nación,  o  de  las  comunidades  indígenas  o  afro-descendientes  o  delimitación  de sabanas  o  playones

comunales conforme a la legislación agraria, lo cual será certificado por el Incoder;

 
f) Que en tratándose de bienes de naturaleza agraria debe estar destinado a su explotación económica

 
 
Artículo 4°. Titular de la acción.*Derogada por la Ley 1561 de 2012*Quien tenga título o títulos

registrados que se enmarquen en la llamada falsa tradición, al tenor del artículo 7° del Decreto-ley 1250 de

1970 podrá, mediante abogado inscrito, presentar demanda por escrito ante el Juez Civil  o Promiscuo

Municipal, correspondiente a la ubicación del inmueble, para que, previa inspección al inmueble, sanee su

titulación  por  providencia  debidamente  motivada,  la  cual  en  firme,  será  inscrita  en  el  folio  de  matrícula

inmobiliaria correspondiente, como modo de adquirir.

 



 
Artículo  5°.  Requisitos  de la  demanda.*Derogada por  la  Ley 1561 de 2012*  Toda  demanda

tendiente a la aplicación del proceso especial previsto en esta ley, deberá cumplir en general con los

requisitos señalados por el artículo 75 del Código de Procedimiento Civil, y, específicamente, los siguientes:

 
a) La designación del Juez a quien se dirija;

 
b) La identificación, nacionalidad, domicilio y residencia del demandante;

 
c) El nombre y la identificación del apoderado del demandante;

 
d) Lo que se pretende;

 
e) La localización del inmueble, descripción con cabida y linderos, nomenclatura si es urbano, y, si es rural,

el nombre con el que se conoce en la región y sus colindantes actuales;

 
f)  El  lugar y la  dirección donde pueden ser  notificados los titulares de derechos reales principales,  donde

pueden  ser  citados  los  colindantes,  y  donde  recibirán  notificaciones  personales  el  demandante  y  su

apoderado.

 
Si se ignora el lugar o dirección donde pueden ser notificados los titulares de derechos reales principales o

citados los colindantes, así se afirmará bajo juramento, que se entenderá prestado por la presentación del

respectivo escrito;

 
g) La exposición de los hechos que sirven de fundamento a las pretensiones;

 
h) Los fundamentos de derecho;

 
i) La solicitud de los medios probatorios que hará valer el demandante, especialmente la inspección al

inmueble.

 
 
Artículo  6°.  Anexos.*Derogada por  la  Ley 1561 de 2012*  A  la  demanda deberá  adjuntarse  la

certificación de la autoridad competente de que tratan los literales d) y e) del artículo 3° de la presente ley.

Igualmente  deberá  anexarse  el  certificado  de  tradición  del  inmueble,  el  título  inscrito,  el  certificado

catastral del predio y el poder debidamente otorgado. La autoridad competente para expedir las anteriores

certificaciones tendrá un término perentorio de quince (15) días hábiles para hacerlo, so pena de incurrir en



falta grave.

 
 
Artículo 7°. Condiciones de procedibilidad.*Derogada por la Ley 1561 de 2012*Para la aplicación del

proceso especial  de saneamiento de la titulación,  se requiere que la propiedad inmueble cumpla las

siguientes condiciones, las cuales deberán declarase bajo la gravedad de juramento en la presentación de

la demanda:

 
(i) Que los bienes inmuebles no sean imprescriptibles o de uso público, inembargables, o no enajenables ni

de los señalados en los artículos 63, 72, 102 y 332 de la Constitución Política, y en general, cuando se trate

de bienes cuya apropiación, posesión u ocupación, según el caso, se halle prohibida o restringida por la

Constitución o la ley;

 
(ii)  Que  el  inmueble  no  se  encuentre  ubicado  en  las  zonas  declaradas  de  inminente  riesgo  de

desplazamiento o de desplazamiento forzado, en los términos de la Ley 387 de 1997 y sus reglamentos y

demás normas que la adicionen o modifiquen o en similares zonas urbanas;

 
(iii) Que no haga parte de urbanizaciones o desarrollos que no cuenten con los requisitos legales;

 
(iv) Que el inmueble objeto del proceso no se encuentre ubicado en las áreas o zonas que se señalan a

continuación:

 
•  Las  zonas  declaradas  como  de  alto  riesgo  no  mitigable  identificadas  en  el  Plan  de  Ordenamiento

Territorial y en los instrumentos que lo desarrollen y complementen, o aquellas que se definan por estudios

geotécnicos  que  en  cualquier  momento  adopte  oficialmente  la  Administración  Municipal,  Distrital  o  el

Departamento  Archipiélago  de  San  Andrés,  Providencia  y  Santa  Catalina.

 
• Las zonas de cantera que hayan sufrido grave deterioro físico, hasta tanto adelanten un manejo especial

de recomposición geomorfológica de su suelo que las habilite para el desarrollo urbano.

 
• Las construcciones que se encuentren total o parcialmente en terrenos afectados en los términos del

artículo 37 de la Ley 9ª de 1989.

 
 
Artículo  8°.  Admisión  de  la  demanda  y  notificaciones.*Derogada  por  la  Ley  1561  de  2012*

Presentada  la  demanda  el  Juez  la  calificará  y  determinará  mediante  auto  su  admisión  o  rechazo.

 



La admisión o rechazo de la demanda se sujetará a lo preceptuado en el Código de Procedimiento Civil.

 
 En el auto admisorio de la demanda, el juez ordenará su inscripción en el folio de matrícula inmobiliaria, la

notificación personal del mismo al titular o titulares de derechos reales que aparezcan en el certificado de

libertad y tradición, y el emplazamiento y citación de todos los colindantes del inmueble o inmuebles

sometidos a saneamiento de títulos.  Si  no puede hacerse la notificación personal,  se recurrirá a las otras

formas de notificación que prevé el Código de Procedimiento Civil para continuar con el trámite respectivo.

 
Si los colindantes no concurren a la citación, se entenderá que no tienen interés en el asunto.

 
 
Artículo 9°. Diligencia de inspección.*Derogada por la Ley 1561 de 2012*Cumplido el  trámite

precedente y dentro de los diez (10) días siguientes, el Juez correspondiente fijará el día y la hora en que se

practicará la diligencia de inspección, cuyas expensas y honorarios asumirá el demandante.

Si llegados el día y hora fijados para la diligencia el demandante no se presenta o no suministra los medios

necesarios para practicarla, no podrá llevarse a cabo. El demandante, dentro de los tres (3) días hábiles

siguientes,  deberá  expresar  las  razones  que  justifiquen  su  inasistencia  o  incumplimiento.  El  Juez  las

evaluará  y  determinará  si  se  fija  nueva  fecha  y  hora  o  se  archiva  la  actuación.  En  caso  de  no  encontrar

razones justificativas, el Juez sancionará al demandante con multa equivalente al pago de un salario mínimo

legal mensual vigente a favor del Tesoro Nacional y se archivará el expediente sin perjuicio de que se

pueda presentar nueva demanda.

 
Parágrafo 1°. Si por alguna circunstancia el Juez que practica la diligencia no pudiere identificar el inmueble

por sus linderos y cabida, suspenderá la diligencia y ordenará la práctica de las pruebas que considere

necesarias para lograr su plena identificación.

 
Parágrafo 2°. Si  de la inspección resultaren inconsistencias en la cabida y linderos del inmueble, por

tratarse de parte del mismo, por cambios de los cauces de los ríos, por la construcción de carreteras, o por

cualquier otra circunstancia ajena a la voluntad del demandante, se procederá a nombrar perito para

identificar  plenamente  el  inmueble  y  solucionar  las  inconsistencias  que  se  hubieren  presentado.  Una  vez

individualizado, se actualizarán sus cambios en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria si lo tuviere, de

lo contrario se asignará un folio nuevo.

 
Parágrafo  3°.  La  identificación  física  de  los  inmuebles  se  apoyará  en  planos  georreferenciados,  con

coordenadas  geográficas  referidas  a  la  red  geodésica  nacional.  Para  los  inmuebles  rurales  si  no  fuere

posible se hará mediante presentación de un plano en el  cual  se determine la descripción, cabida y

linderos, elaborado por la autoridad catastral o por un topógrafo, agrimensor o ingeniero con matrícula



profesional vigente.

 
Parágrafo 4°. Si en la diligencia de Inspección Judicial el Juez encuentra acreditada la destinación del

inmueble a actividades ilícitas, ordenará el archivo del expediente.

 
 
Artículo 10. Oposición.*Derogada por la Ley 1561 de 2012* Como oposición a las pretensiones del

demandante, se tendrán en cuenta las objeciones relacionadas con la propiedad, la posesión, la violación

de normas jurídicas, el desplazamiento forzado o cualquier forma de violencia o engaño o testaferrato, las

cuales podrán plantearse oralmente en la diligencia de inspección a que se refiere el artículo 9° de esta ley.

 
Si la oposición se formula, el Juez oirá a las partes y fomentará la conciliación. Lograda esta, continuará el

proceso. En todo caso, la audiencia especial se celebrará dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha

de presentación de la oposición o de recibo del expediente. Si las partes no concilian sus diferencias el

proceso se archivará.

 
Parágrafo 1°. En esta diligencia, se plantearán todas las objeciones que hubiere en contra del saneamiento

de títulos,  especialmente aquellas  que se refieran al  desplazamiento forzado o  a  cualquier  otra  forma de

violencia o engaño, o testaferrato. Demostrada una de estas objeciones, el juez se abstendrá de ordenar el

saneamiento de títulos y determinará el archivo del expediente.

 
Parágrafo 2°. Si por alguna circunstancia debidamente justificada, quien se opone a las pretensiones no se

pudiere presentar a la diligencia de inspección, el Juez dentro de los cinco (5) días siguientes a esta,

convocará la audiencia especial para valorar pruebas, y llamará a conciliar.

 
Parágrafo 3°. El opositor estará legitimado para participar en la audiencia de conciliación siempre que

ejerza algún derecho real sobre el bien objeto del proceso, el cual deberá ser debidamente acreditado, la

conciliación únicamente podrá versar sobre el ejercicio del respectivo derecho.

 
 
Artículo 11. Acta de inspección y decisión.*Derogada por la Ley 1561 de 2012* Si en la diligencia

de inspección al inmueble se determina su identificación plena y no hubiere oposición, se dejará constancia

en el acta, con base en la cual el Juez proferirá inmediatamente providencia de saneamiento del título o

títulos de propiedad, la cual se notificará en estrados.

 
 
Artículo 12. Recursos.*Derogada por la Ley 1561 de 2012*  Contra la providencia que ordena el



saneamiento de la propiedad, procederá el recurso de apelación ante el Juez Civil del Circuito del Distrito

Judicial con competencia en el lugar de localización del inmueble.

 
 
Artículo 13. Nulidad de Pleno Derecho.*Derogada por la Ley 1561 de 2012*  Conforme a las

disposiciones pertinentes del Código de Procedimiento Civil, la persona desplazada por la violencia que no

pudo oponerse al saneamiento de la propiedad, podrá solicitar en cualquier tiempo la nulidad de pleno

derecho de la sentencia ejecutoriada, ante el juez que conoció del proceso, tendiente a demostrar que la

posesión del bien cuyo saneamiento se ordenó tuvo origen en ese desplazamiento. Si las demuestra, se

declarará la nulidad de la mencionada providencia mediante auto susceptible del recurso de apelación ante

el juez del circuito correspondiente.

 
Este recurso, también podrá proponerse cuando a través de la sentencia se haya saneado algún bien sobre

el cual, según esta misma ley, no se podía adelantar el proceso.

 
 
Artículo 14. Honorarios.*Derogada por la Ley 1561 de 2012*  Los honorarios del apoderado del

demandante  serán  fijados  mediante  auto  por  el  Juez  y  equivaldrán  al  tres  (3%)  por  ciento  del  avalúo

catastral del inmueble, suma que en ningún caso podrá ser inferior a un (1) salario mínimo legal mensual

vigente. Los honorarios del perito si lo hubiere, serán fijados de igual manera teniendo en cuenta la calidad

de la experticia y el avalúo catastral, determinándose con un máximo del 1% de este avalúo y un mínimo

del 50% de un salario mínimo legal mensual vigente.

 
 
Artículo 15. Derechos de registro.*Derogada por la Ley 1561 de 2012* Previa cancelación de los

derechos de registro que se liquidarán como acto sin cuantía, la providencia una vez en firme, hace tránsito

a cosa juzgada material, produce efectos ergaomnes y se registrará en el folio de matrícula inmobiliaria

correspondiente para que cumpla todos los efectos de modo de adquirir, publicidad, medio de prueba y

seguridad jurídica.

 
 
Artículo 16. Aplicación retrospectiva de la ley.*Derogada por la Ley 1561 de 2012* El interesado o

interesados que hubieren cumplido con los requisitos consagrados en esta ley antes de su entrada en

vigencia,  podrán  acogerse  al  procedimiento  previsto  en  la  misma,  sin  perjuicio  de  que  quien  sea

demandado, pueda oponerse a la pretensión.

 
 



Artículo 17. Vigencia.*Derogada por la Ley 1561 de 2012*  Esta ley empieza a regir seis meses

después de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

 
Atentamente,

 
La Presidenta del honorable Senado de la República,

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Oscar Arboleda Palacio.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 
Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 8 de enero de 2008.

 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.

 
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Territorial,

Andrés Felipe Arias Leiva.

 
 



LEY 1181 DE 2007
LEY 1181 DE 2007

 

LEY 1181 DE 2007
(diciembre 31)

 
por la cual se modifica el artículo 233 de la Ley 599 de

2000quedará así:
 
Artículo 233. Inasistencia alimentaría. El que se sustraiga
sin  justa  causa  a  la  prestación  de  alimentos  legalmente
debidos  a  sus  ascendientes,  descendientes,  adoptante,
adoptivo,  cónyuge  o  compañero  o  compañera  permanente,
incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro
(54) meses y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a
treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
 
La pena será de prisión de treinta y dos (32) a setenta y dos
(72) meses y multa de veinte (20) a treinta y siete punto
cinco  (37.5)  salarios  mínimos  legales  mensuales  vigentes
cuando la inasistencia alimentaría se cometa contra un menor.
 
Parágrafo 1°. Parágrafo *CONDICIONALMENTE exequible. Aparte tachado INEXEQUIBLE*

Para efectos del presente artículo, se tendrá por compañero y compañera permanente únicamente al

hombre y la mujer que forman parte de la Unión Marital de Hecho durante un lapso no inferior a dos años

en los términos de la Ley 54 de 1990. 
*Nota jurisprudencial*

Corte Constitucional

 Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-029-09 según

Comunicado de Prensa de la Sala Plena de 28 de enero de 2009, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar

Gil. Estarse a lo resuelto en la Sentencia C-798-08.
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– Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible, en el entendido que las expresiones “compañero” y

compañera permanente” comprende también a los integrantes de parejas del mismo sexo', y salvo el

parte tachado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-798-08 de 20 de

agosto de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba Triviño.

 
 
Parágrafo 2°. En los eventos tipificados en la presente ley se
podrá aplicar el principio de oportunidad.
 
Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su sanción y
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean
contrarias.
 
 

 
La Presidenta del honorable Senado de la República, 

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
 

El Secretario General del honorable Senado de la República, 
Emilio Ramón Otero Dajud.

 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 

Oscar Arboleda Palacio.
 

El Secretario General de la honorable Cámara de
Representantes, 

Angelino Lizcano Rivera.
 

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL 
 

Publíquese y ejecútese. 
Dada en Bogotá, D. C., a 31 de diciembre de 2007.

 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 
El Ministro del Interior y de Justicia, 



Carlos Holguín Sardi.
 

El Ministro de la Protección Social, 
Diego Palacio Betancourt.

LEY 1180 DE 2007
LEY 1180 DE 2007

 

LEY 1180 DE 2007
 

(diciembre 31 DE 2007)
 

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo sobre los
Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional”,

hecho en Nueva York, el 9 de septiembre de 2002.
 

*Notas de Vigencia*

 
El Decreto 1772 de 2009 promulga el "Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional" hecho en Nueva York el 9 de

Septiembre de 2002.

 
 
 
 

El Congreso de Colombia
 

Visto  el  texto  del  “Acuerdo  sobre  los  Privilegios  e
Inmunidades de la Corte Penal Internacional”, hecho en Nueva
York, el 9 de septiembre de 2002, que a la letra dice:
(Para ser trascrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro
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del Instrumento Internacional mencionado).
 
 

 
ACUERDO SOBRE LOS PRIVILEGIOS E INMUNIDADES DE LA CORTE PENAL

INTERNACIONAL
 

Los Estados Partes en el presente Acuerdo,
 
Considerando que en el Estatuto de Roma de la Corte Penal
Internacional,  aprobado  el  17  de  julio  de  1998  por  la
Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones
Unidas, se estableció la Corte Penal Internacional con la
facultad de ejercer competencia sobre personas respecto de los
crímenes más graves de trascendencia internacional;
 
Considerando que, según el artículo 4 del Estatuto de Roma, la
Corte  tendrá  personalidad  jurídica  internacional  y  la
capacidad jurídica que sea necesaria para el desempeño de sus
funciones y la realización de sus propósitos;
 
Considerando que, según el artículo 48 del Estatuto de Roma,
la Corte Penal Internacional gozará en el territorio de cada
Estado Parte en el Estatuto de los privilegios e inmunidades
que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones;
 
Han convenido en lo siguiente:
 
 
 
Artículo 1°. Términos empleados. A los efectos del presente
Acuerdo:
 
a) Por “el Estatuto” se entenderá el Estatuto de Roma de la
Corte Penal Internacional, aprobado el 17 de julio de 1998 por
la  Conferencia  Diplomática  de  Plenipotenciarios  de  las
Naciones Unidas sobre el establecimiento de una corte penal



internacional;
 
b) Por “la Corte” se entenderá la Corte Penal Internacional
establecida por el Estatuto;
 
c) Por “Estados Partes” se entenderán los Estados Partes en el
presente Acuerdo;
 
d) Por “representantes de los Estados Partes” se entenderán
los delegados, delegados suplentes, asesores, peritos técnicos
y secretarios de delegaciones;
 
e) Por “la Asamblea” se entenderá la Asamblea de los Estados
Partes en el Estatuto;
 
f)  Por  “Magistrados”  se  entenderán  los  magistrados  de  la
Corte;
 
g) Por “la Presidencia” se entenderá el órgano integrado por
el Presidente y los Vicepresidentes primero y segundo de la
Corte;
 
h) Por “el Fiscal” se entenderá el Fiscal elegido por la
Asamblea de conformidad con el párrafo 4 del artículo 42 del
Estatuto;
 
i) Por “los Fiscales Adjuntos” se entenderán los Fiscales
Adjuntos  elegidos  por  la  Asamblea  de  conformidad  con  el
párrafo 4 del artículo 42 del Estatuto;
 
j) Por “el Secretario” se entenderá el Secretario elegido por
la Corte de conformidad con el párrafo 4 del artículo 43 del
Estatuto;
 
k) Por “Secretario Adjunto” se entenderá el Secretario elegido
por la Corte de conformidad con el párrafo 4 del artículo 43
del Estatuto;



 
1) Por “abogados” se entenderán los abogados defensores y los
representantes legales de las víctimas;
 
m) Por “Secretario General” se entenderá el Secretario General
de las Naciones Unidas;
 
n) Por “representantes de organizaciones intergubernamentales”
se  entenderá  los  jefes  ejecutivos  de  organizaciones
intergubernamentales, incluido todo funcionario que actúe en
su representación;
 
o) Por “la Convención de Viena” se entenderá la Convención de
Viena sobre Relaciones Diplomáticas, de 18 de abril de 1961;
 
p) Por “Reglas de Procedimiento y Prueba” se entenderán las
Reglas de Procedimiento y Prueba aprobadas de conformidad con
el artículo 51 del Estatuto.
 
 
Artículo 2°. Condición jurídica y personalidad jurídica de la
Corte. La Corte tendrá personalidad jurídica internacional y
tendrá también la capacidad jurídica que sea necesaria para el
desempeño  de  sus  funciones  y  el  cumplimiento  de  sus
propósitos.  Tendrá  en  particular  capacidad  jurídica  para
celebrar  contratos,  adquirir  bienes  muebles  e  inmuebles  y
disponer de ellos y participar en procedimientos judiciales.
 
 
Artículo 3°. Disposiciones generales acerca de los privilegios
e inmunidades de la Corte. La Corte gozará en el territorio de
cada Estado Parte de los privilegios e inmunidades que sean
necesarios para el cumplimiento de sus propósitos.
 
 
Artículo 4°. Inviolabilidad de los locales de la Corte. Los
locales de la Corte serán inviolables.



 
 
Artículo 5°. Pabellón, emblema y señales. La Corte tendrá
derecho a enarbolar su pabellón y a exhibir su emblema y sus
señales en sus locales y en los vehículos y otros medios de
transporte que utilice con fines oficiales.
 
 
Artículo 6°. Inmunidad de la Corte y de sus bienes, haberes y
fondos.  1.  La  Corte  y  sus  bienes,  haberes  y  fondos,
dondequiera y en poder de quienquiera que se hallen, gozarán
de inmunidad de jurisdicción en todas sus formas, salvo en la
medida en que la Corte renuncie expresamente a ella en un caso
determinado. Se entenderá, sin embargo, que la renuncia no
será extensible a ninguna medida de ejecución.
 
2. Los bienes, haberes y fondos de la Corte, dondequiera y en
poder de quienquiera que se hallen, gozarán de inmunidad de
allanamiento, incautación, requisa, decomiso y expropiación y
cualquier otra forma de interferencia, ya sea de carácter
ejecutivo, administrativo, judicial o legislativo.
 
3. En la medida en que sea necesario para el desempeño de las
funciones de la Corte, los bienes, haberes y fondos de la
Corte, dondequiera y en poder de quienquiera que se hallen,
estarán exentos de restricciones, reglamentaciones, controles
o moratorias de toda índole.
 
 
Artículo 7°. Inviolabilidad de los archivos y los documentos.
Los archivos de la Corte y, en general, todos los papeles y
documentos, cualquiera sea su forma, y todos los materiales
que se envíen a la Corte o que ésta envíe, estén en poder de
la  Corte  o  le  pertenezcan,  dondequiera  y  en  poder  de
quienquiera que se hallen, serán inviolables. La terminación o
ausencia de esa inviolabilidad no afectará a las medidas de
protección que la Corte ordene de conformidad con el Estatuto



y  las  Reglas  de  Procedimiento  y  Prueba  con  respecto  a
documentos  y  materiales  que  la  Corte  utilice  o  le  sean
facilitados.
 
 
Artículo  8°.  Exención  de  impuestos,  derechos  de  aduana  y
restricciones de importación o exportación.
 
1. La Corte, sus haberes, ingresos y otros bienes, así como
sus operaciones y transacciones, estarán exentos de todos los
impuestos directos, que incluyen, entre otros, el impuesto
sobre la renta, el impuesto sobre el capital y el impuesto a
las sociedades, así como los impuestos directos que perciban
las  autoridades  locales  o  provinciales.  Se  entenderá,  sin
embargo, que la Corte no podrá reclamar la exención del pago
de los gravámenes que constituyan de hecho la remuneración de
servicios  públicos  prestados  a  una  tarifa  fija  según  la
cantidad de servicios prestados y que se puedan identificar,
describir y desglosar.
 
2. La Corte estará exenta de derechos de aduana, impuestos
sobre  el  volumen  de  las  importaciones  y  prohibiciones  o
restricciones respecto de los artículos que importe o exporte
para su uso oficial y respecto de sus publicaciones.
 
3. Los artículos que se importen o adquieran en franquicia no
serán vendidos ni se dispondrá de ellos de otra manera en el
territorio de un Estado Parte salvo en las condiciones que se
acuerden con las autoridades competentes de ese Estado Parte.
 
 
Artículo 9°. Reembolso de derechos y/o impuestos.
 
1. La Corte, por regla general, no reclamará la exención de
los derechos y/o impuestos incluidos en el precio de bienes
muebles o inmuebles ni de los derechos pagados por servicios
prestados.  Sin  embargo,  cuando  la  Corte  efectúe  compras



importantes de bienes y artículos o servicios destinados a uso
oficial y gravados o gravables con derechos y/o impuestos
identificables, los Estados Partes tomarán las disposiciones
administrativas del caso para eximirla de esos gravámenes o
reembolsarle el monto del derecho y/o impuesto pagado.
 
2. Los artículos que se adquieran o reembolsen en franquicia
no serán vendidos ni se dispondrá de ellos de otra manera
salvo en las condiciones establecidas por el Estado Parte que
haya  concedido  la  exención  o  hecho  el  reembolso.  No  se
concederán  exenciones  ni  reembolsos  por  concepto  de  las
tarifas de servicios públicos suministrados a la Corte.
 
 
Artículo 10. Fondos y exención de restricciones monetarias.
 
1.  La  Corte  no  quedará  sometida  a  controles  financieros,
reglamentos o moratorias financieros de índole alguna en el
desempeño de sus funciones y podrá:
 
a) Tener fondos, moneda de cualquier tipo u oro y operar
cuentas en cualquier moneda;
 
b) Transferir libremente sus fondos, oro o moneda de un país a
otro o dentro de un país y convertir a cualesquiera otras las
monedas que tenga en su poder;
 
c) Recibir, tener, negociar, transferir o convertir bonos u
otros títulos financieros o realizar cualquier transacción con
ellos;
 
d)  Las  transacciones  financieras  de  la  Corte  gozarán,  en
cuanto al tipo de cambio, de un trato no menos favorable que
el que otorgue el Estado Parte de que se trate a cualquier
organización intergubernamental o misión diplomática.
 
2. La Corte, en el ejercicio de sus derechos, conforme al



párrafo l, tendrá debidamente en cuenta las observaciones que
le haga un Estado Parte, en la medida en que pueda darles
efecto sin desmedro de sus propios intereses.
 
 
Artículo 11. Facilidades de comunicaciones.
 
1.  A  los  efectos  de  su  correspondencia  y  comunicaciones
oficiales, la Corte gozará en el territorio de cada Estado
Parte de un trato no menos favorable que el que éste conceda a
cualquier organización intergubernamental o misión diplomática
en materia de prioridades, tarifas o impuestos aplicables al
franqueo postal y a las diversas formas de comunicación y
correspondencia.
 
2. La correspondencia o las comunicaciones oficiales de la
Corte no serán sometidas a censura alguna.
 
3. La Corte podrá utilizar todos los medios apropiados de
comunicación, incluidos los electrónicos, y emplear claves o
cifras para su correspondencia o comunicaciones oficiales. La
correspondencia y las comunicaciones oficiales de la Corte
serán inviolables.
 
4. La Corte podrá despachar y recibir correspondencia y otras
piezas  o  comunicaciones  por  correo  o  valija  sellada,  los
cuales  gozarán  de  los  mismos  privilegios,  inmunidades  y
facilidades que se reconocen a las valijas y los correos y
diplomáticos.
 
5. La Corte podrá operar equipos de radio y otro equipo de
telecomunicaciones  en  las  frecuencias  que  le  asignen  los
Estados  Partes,  de  conformidad  con  sus  procedimientos
nacionales. Los Estados Partes se esforzarán por asignar a la
Corte, en la mayor medida posible, las frecuencias que haya
solicitado.
 



 
Artículo 12. Ejercicio de las funciones de la Corte fuera de
su sede. La Corte, en caso de que, de conformidad con el
párrafo 3 del artículo 3 del Estatuto, considere conveniente
sesionar en un lugar distinto de su sede de La Haya (Países
Bajos), podrá concertar un acuerdo con el Estado de que se
trate respecto de la concesión de las facilidades adecuadas
para el ejercicio de sus funciones.
 
 
Artículo 13. Representantes de Estados que participen en la
Asamblea  y  sus  órganos  subsidiarios  y  representantes  de
organizaciones intergubernamentales.
 
1. Los representantes de Estados Partes en el Estatuto que
asistan a reuniones de la Asamblea o sus órganos subsidiarios,
los representantes de otros Estados que asistan a reuniones de
la  Asamblea  y  sus  órganos  subsidiarios  en  calidad  de
observadores de conformidad con el párrafo 1 del artículo 112
del Estatuto de Roma, y los representantes de los Estados y de
las organizaciones intergubernamentales invitados a reuniones
de la Asamblea y sus órganos subsidiarios, tendrán, mientras
se  encuentren  en  ejercicio  de  sus  funciones  oficiales  y
durante el trayecto al lugar de reunión y a su regreso, los
privilegios e inmunidades siguientes:
 
a) Inmunidad contra arresto o detención personal;
 
b) Inmunidad de jurisdicción de toda índole respecto de las
declaraciones que hagan verbalmente o por escrito y los actos
que realicen a título oficial, la cual subsistirá incluso
después de que hayan cesado en el ejercicio de sus funciones
como representantes;
 
c)  Inviolabilidad  de  todos  los  papeles  y  documentos,
cualquiera  que  sea  su  forma;
 



d)  Derecho  a  usar  claves  o  cifras  y  recibir  papeles  y
documentos o correspondencia por correo o en valija sellada y
a recibir y enviar comunicaciones electrónicas;
 
e) Exención de restricciones de inmigración, formalidades de
registro de extranjeros y obligaciones del servicio nacional
en el Estado Parte que visiten o por el cual transiten en el
desempeño de sus funciones;
 
f)  Los  mismos  privilegios  con  respecto  a  las  facilidades
monetarias y cambiarias que se reconozcan a los representantes
de gobiernos extranjeros en misión oficial temporal;
 
g)  Las  mismas  inmunidades  y  facilidades  respecto  de  su
equipaje personal que se reconozcan a los agentes diplomáticos
con arreglo a la Convención de Viena;
 
h)  La  misma  protección  y  las  mismas  facilidades  de
repatriación que se reconozcan a los agentes diplomáticos en
épocas de crisis internacional con arreglo a la Convención de
Viena;
 
i)  Los  demás  privilegios,  inmunidades  y  facilidades
compatibles con los que anteceden de que gocen los agentes
diplomáticos, con la salvedad de que no podrán reclamar la
exención de derechos aduaneros sobre mercaderías importadas
(que no sean parte de su equipaje personal) o de impuestos
sobre la compraventa o el consumo.
 
2. Cuando la aplicación de cualquier forma de impuesto dependa
de  la  residencia,  los  períodos  en  que  los  representantes
descritos  en  el  párrafo  1  que  asistan  a  reuniones  de  la
Asamblea y sus órganos subsidiarios permanezcan en un Estado
Parte  en  ejercicio  de  sus  funciones  no  se  considerarán
períodos de residencia.
 
3. Lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del presente artículo no



será aplicable entre un representante y las autoridades del
Estado Parte del que sea nacional o del Estado Parte o la
organización  intergubernamental  del  que  sea  o  haya  sido
representante.
 
 
Artículo 14. Representantes de Estados que participen en las
actuaciones de la Corte. Los representantes de Estados que
participen en las actuaciones de la Corte gozarán, mientras
estén desempeñando sus funciones oficiales, y durante el viaje
de ida hasta el lugar de las actuaciones y de vuelta de éste,
de los privilegios e inmunidades a que se hace referencia en
el artículo 13.
 
 
Artículo  15.  Magistrados,  Fiscal,  Fiscales  Adjuntos  y
Secretario.  1.  Los  Magistrados,  el  Fiscal,  los  Fiscales
Adjuntos  y  el  Secretario  gozarán,  cuando  actúen  en  el
desempeño de sus funciones para la Corte o en relación con
ellas, de los mismos privilegios e inmunidades reconocidos a
los jefes de las misiones diplomáticas y, una vez expirado su
mandato, seguirán gozando de inmunidad de jurisdicción por las
declaraciones que hayan hecho verbalmente o por escrito y los
actos que hayan realizado en el desempeño de sus funciones
oficiales.
 
2. Los Magistrados, el Fiscal, los Fiscales Adjuntos y el
Secretario y los familiares que formen parte de sus hogares
recibirán todas las facilidades para salir del país en que se
encuentren y para entrar y salir del país en que sesione la
Corte. En el curso de los viajes que hagan en el ejercicio de
sus  funciones  los  Magistrados,  el  Fiscal,  los  Fiscales
Adjuntos y el Secretario gozarán, en todos los Estados Partes
por los que tengan que transitar, de los privilegios, las
inmunidades  y  las  facilidades  que  los  Estados  Partes  en
circunstancias similares concedan a los agentes diplomáticos
de conformidad con la Convención de Viena.



 
3. El Magistrado, el Fiscal, un Fiscal Adjunto o el Secretario
que,  para  mantenerse  a  disposición  de  la  Corte,  esté
residiendo en un Estado Parte distinto del de su nacionalidad
o residencia permanente gozará, junto con los familiares que
formen parte de sus hogares, de los privilegios, inmunidades y
facilidades de los agentes diplomáticos mientras resida en ese
Estado.
 
4. Los Magistrados, el Fiscal, los Fiscales Adjuntos y el
Secretario, así como los familiares que forman parte de sus
hogares  tendrán  las  mismas  facilidades  de  repatriación  en
épocas de crisis internacional que se conceden a los agentes
diplomáticos con arreglo a la Convención de Viena.
 
5. Los párrafos 1 a 4 del presente artículo serán aplicables a
los Magistrados de la Corte incluso después de terminado su
mandato si siguen ejerciendo sus funciones de conformidad con
el párrafo 10 del artículo 36 del Estatuto.
 
6.  Los  sueldos,  los  emolumentos  y  las  prestaciones  que
perciban los Magistrados, el Fiscal, los Fiscales Adjuntos y
el Secretario de la Corte estarán exentos de impuestos. Cuando
la aplicación de un impuesto de cualquier índole dependa de la
residencia, los períodos durante los cuales los Magistrados,
el Fiscal, los Fiscales Adjuntos y el Secretario se encuentren
en un Estado Parte a fin de desempeñar sus funciones no serán
considerados períodos de residencia a efectos tributarios. Los
Estados  Partes  podrán  tener  en  cuenta  esos  sueldos,
emolumentos y prestaciones a los efectos de determinar la
cuantía de los impuestos que se han de aplicar a los ingresos
de otras fuentes.
 
7. Los Estados Partes no estarán obligados a exonerar del
impuesto  a  la  renta  a  las  pensiones  o  rentas  vitalicias
pagadas a los ex Magistrados, Fiscales o Secretarios y a las
personas a su cargo.



 
 
Artículo 16. Secretario Adjunto, personal de la Fiscalía y
personal de la Secretaría.
 
1. El Secretario Adjunto, el personal de la Fiscalía y el
personal de la Secretaría gozarán de los privilegios, las
inmunidades y las facilidades que sean necesarios para el
ejercicio independiente de sus funciones.
 
Gozarán de:
 
a) Inmunidad contra toda forma de arresto o detención y contra
la incautación de su equipaje personal;
 
b) Inmunidad de jurisdicción de toda índole respecto de las
declaraciones que hagan verbalmente o por escrito y los actos
que  realicen  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  la  cual
subsistirá incluso después de que hayan cesado en el ejercicio
de sus funciones;
 
c) El derecho a la inviolabilidad de todos los papeles y
documentos oficiales de la Corte, cualquiera que sea su forma,
y de todos los materiales;
 
d) Exención de impuestos sobre los sueldos, emolumentos y
prestaciones que perciban de la Corte. Los Estados Partes
podrán  tener  en  cuenta  esos  salarios,  emolumentos  y
prestaciones a los efectos de determinar la cuantía de los
impuestos  que  se  han  de  aplicar  a  los  ingresos  de  otras
fuentes;
 
e) Exención de toda obligación de servicio nacional;
 
f) Junto con los familiares que formen parte de sus hogares,
exención  de  las  restricciones  de  inmigración  y  las
formalidades  de  registro  de  extranjeros;



 
g) Exención de la inspección de su equipaje personal, a menos
que haya fundadas razones para creer que el equipaje contiene
artículos cuya importación o exportación está prohibida por la
ley o sometida a control por las normas de cuarentena del
Estado  Parte  de  que  se  trate,  en  cuyo  caso  se  hará  una
inspección en presencia del funcionario;
 
h)  Los  mismos  privilegios  con  respecto  a  las  facilidades
monetarias y cambiarias que se reconozcan a los funcionarios
de  categoría  equivalente  pertenecientes  a  las  misiones
diplomáticas acreditadas en el Estado Parte de que se trate;
 
i) Junto con los familiares que formen parte de sus hogares,
las mismas facilidades de repatriación en épocas de crisis
internacional,  reconocidas  a  los  agentes  diplomáticos  con
arreglo a la Convención de Viena;
 
j) Derecho a importar, libres de gravámenes e impuestos, con
la salvedad de los pagos que constituyan la remuneración de
servicios prestados, sus muebles y efectos en el momento en
que ocupen su cargo en el Estado Parte de que se trate y a
reexportar  a  su  país  de  residencia  permanente,  libres  de
gravámenes e impuestos, esos muebles y efectos.
 
2.  Los  Estados  Partes  no  estarán  obligados  a  eximir  del
impuesto sobre la renta a las pensiones o rentas vitalicias
abonadas a ex secretarios adjuntos, miembros del personal de
la Fiscalía, miembros del personal de la Secretaría y personas
a su cargo.
 
 
Artículo 17. Personal contratado localmente y que no esté de
otro modo contemplado en el presente Acuerdo. El personal
contratado localmente por la Corte y que no esté de otro modo
contemplado en el presente Acuerdo gozará de inmunidad de
jurisdicción  respecto  de  las  declaraciones  que  haga



verbalmente  o  por  escrito  y  los  actos  que  realice  en  el
ejercicio  de  sus  funciones  para  la  Corte.  Esta  inmunidad
subsistirá después de que haya cesado en el ejercicio de esas
funciones con respecto a las actividades llevadas a cabo en
nombre de la Corte. Durante el empleo también se le concederán
las  facilidades  que  sean  necesarias  para  el  ejercicio
independiente  de  sus  funciones  para  la  Corte.
 
 
Artículo 18. Abogados y personas que asistan a los abogados
defensores.
 
l.  Los  abogados  gozarán  de  los  siguientes  privilegios,
inmunidades y facilidades en la medida en que sea necesario
para el ejercicio independiente de sus funciones, incluso el
tiempo empleado en viajes, en relación con el ejercicio de sus
funciones y siempre que exhiban el certificado a que se hace
referencia en el párrafo 2 del presente artículo:
 
a)  Inmunidad  de  arresto  o  detención  personal  y  contra  la
incautación de su equipaje personal;
 
b) Inmunidad de jurisdicción de toda índole respecto de las
declaraciones que hagan verbalmente o por escrito y los actos
que  realicen  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  la  cual
subsistirá incluso después de que hayan cesado en el ejercicio
de sus funciones;
 
c) El derecho a la inviolabilidad de papeles y documentos,
cualquiera que sea su forma, y materiales relacionados con el
desempeño de sus funciones;
 
d)  El  derecho  a  recibir  y  enviar  papeles  y  documentos,
cualquiera que sea su forma, con fines de comunicación en el
ejercicio de sus funciones de abogado;
 
e) Exención de las restricciones en materia de inmigración y



las formalidades de registro de extranjeros;
 
f) Exención de la inspección del equipaje personal, a menos
que haya fundadas razones para creer que el equipaje contiene
artículos cuya importación o exportación está prohibida por la
ley o sometida a control por las normas de cuarentena del
Estado  Parte  de  que  se  trate,  en  cuyo  caso  se  hará  una
inspección en presencia del abogado;
 
g)  Los  mismos  privilegios  con  respecto  a  las  facilidades
monetarias y cambiarias que se reconozcan a los representantes
de gobiernos extranjeros en misión temporal oficial;
 
h) Las mismas facilidades de repatriación en épocas de crisis
internacional que se reconozcan a los agentes diplomáticos con
arreglo a la Convención de Viena.
 
2.  Una  vez  designado  un  abogado  de  conformidad  con  el
Estatuto, las Reglas de Procedimiento y Prueba y el Reglamento
de la Corte, se le extenderá un certificado, firmado por el
Secretario, por el período necesario para el ejercicio de sus
funciones. El certificado se retirará si se pone término al
poder o al mandato antes de que expire el certificado.
 
3. Cuando la aplicación de un impuesto de cualquier índole
dependa de la residencia, los períodos durante los cuales los
abogados se encuentren en un Estado Parte a fin de desempeñar
sus funciones no serán considerados períodos de residencia.
 
4. Lo dispuesto en el presente artículo se aplicará, mutatis
mutandis, a las personas que asistan a los abogados defensores
de conformidad con la regla 22 de las Reglas de Procedimiento
y Prueba.
 
 
Artículo 19. Testigos.
 



1. Se reconocerán a los testigos, en la medida en que sea
necesario para su comparecencia ante la Corte con el fin de
prestar declaración, los siguientes privilegios, inmunidades y
facilidades,  incluso  durante  el  tiempo  empleado  en  viajes
relacionados con su comparecencia ante la Corte, siempre que
exhiban el documento a que se hace referencia en el párrafo 2
del presente artículo:
 
a) Inmunidad contra arresto o detención personal;
 
b) Sin perjuicio de lo establecido en el apartado d) infra,
inmunidad contra la incautación del equipaje personal, a menos
que haya fundadas razones para creer que el equipaje contiene
artículos cuya importación o exportación está prohibida por la
ley o sometida a control por las normas de cuarentena del
Estado Parte de que se trate;
 
c) Inmunidad de jurisdicción de toda índole respecto de las
declaraciones que hagan verbalmente o por escrito y los actos
que realicen en el curso de su testimonio, la cual subsistirá
incluso después de que hayan comparecido y prestado testimonio
ante la Corte;
 
d) Inviolabilidad de los papeles y documentos, cualquiera que
sea  su  forma,  y  de  los  materiales  relacionados  con  su
testimonio;
 
e) A los efectos de sus comunicaciones con la Corte y sus
abogados en relación con su testimonio, el derecho a recibir y
enviar papeles y documentos, cualquiera que sea su forma;
 
f) Exención de las restricciones en materia de inmigración y
las formalidades del registro de extranjeros cuando viajen por
razón de su comparecencia para prestar declaración;
 
g) Las mismas facilidades de repatriación en épocas de crisis
internacional que se reconozcan a los agentes diplomáticos



conforme a la Convención de Viena.
 
2. La Corte extenderá a nombre de los testigos a los que se
reconozcan los privilegios, inmunidades y facilidades a que se
hace  referencia  en  el  párrafo  1  del  presente  artículo  un
documento en el que se certifique que deben comparecer ante la
Corte  y  se  especifique  el  período  durante  el  cual  esa
comparecencia  es  necesaria.
 
 
Artículo 20. Víctimas.
 
1.  Se  reconocerá  a  las  víctimas  que  participen  en  las
actuaciones judiciales de conformidad con las reglas 89 a 91
de las Reglas de Procedimiento y Prueba, en la medida en que
sea  necesario  para  su  comparecencia  ante  la  Corte,  los
siguientes  privilegios,  inmunidades  y  facilidades,  incluso
durante  el  tiempo  empleado  en  viajes  relacionados  con  su
comparecencia ante la Corte, siempre que exhiban el documento
a  que  se  hace  referencia  en  el  párrafo  2  del  presente
artículo:
 
a) Inmunidad contra arresto o detención personal;
 
b) Inmunidad contra la incautación de su equipaje personal, a
menos que haya fundadas razones para creer que el equipaje
contiene  artículos  cuya  importación  o  exportación  está
prohibida por la ley o sometida a control por las normas de
cuarentena del Estado Parte de que se trate;
 
c) Inmunidad de jurisdicción de toda índole respecto de las
declaraciones que hagan verbalmente o por escrito y los actos
que realicen en el transcurso de su comparecencia ante la
Corte,  la  cual  subsistirá  incluso  después  de  que  hayan
comparecido ante la Corte;
 
d) Exención de las restricciones en materia de inmigración y



las formalidades de registro de extranjeros cuando viajen a la
Corte y desde ella por razón de su comparecencia.
 
2. La Corte extenderá a nombre de las víctimas que participen
en las actuaciones judiciales de conformidad con las reglas 89
a 91 de las Reglas de Procedimiento y Prueba y a las que se
reconozcan los privilegios, inmunidades y facilidades a que se
hace  referencia  en  el  párrafo  1  del  presente  artículo  un
documento en el que se certifique su participación en las
actuaciones de la Corte y se especifique la duración de su
participación.
 
 
Artículo 21. Peritos.
 
1. Se reconocerá a los peritos que cumplan funciones para la
Corte los privilegios, inmunidades y facilidades siguientes en
la medida en que sea necesario para el ejercicio independiente
de  sus  funciones,  incluido  el  tiempo  empleado  en  viajes
relacionados con ellas, siempre que exhiban el documento a que
se hace referencia en el párrafo 2 del presente artículo:
 
a) Inmunidad contra toda forma de arresto o detención personal
y contra la incautación de su equipaje personal;
 
b) Inmunidad de jurisdicción de toda índole respecto de las
declaraciones que hagan verbalmente o por escrito y los actos
que realicen durante el desempeño de sus funciones, inmunidad
que subsistirá incluso después de que hayan cesado en dichas
funciones;
 
c) Inviolabilidad de los documentos y papeles, cualquiera que
sea su forma, y materiales relacionados con sus funciones;
 
d)  A  los  efectos  de  sus  comunicaciones  con  la  Corte,  el
derecho a recibir y enviar papeles y documentos, cualquiera
que sea su forma, y materiales relacionados con sus funciones



por correo o en valija sellada;
 
e) Exención de la inspección del equipaje personal, a menos
que haya fundadas razones para creer que el equipaje contiene
artículos cuya importación o exportación está prohibida por la
ley o sometida a control por las normas de cuarentena del
Estado  Parte  de  que  se  trate,  en  cuyo  caso  se  hará  una
inspección en presencia del propio perito;
 
f)  Los  mismos  privilegios  respecto  de  las  facilidades
monetarias y cambiarias que se reconozcan a los representantes
de gobiernos extranjeros en misión oficial temporal;
 
g) Las mismas facilidades de repatriación en épocas de crisis
internacional que se reconozcan a los agentes diplomáticos
conforme a la Convención de Viena;
 
h) Exención de las restricciones en materia de inmigración y
las formalidades de registro de extranjeros en relación con
sus funciones, como se especifica en el documento a que se
hace referencia en el párrafo 2 del presente artículo.
 
2. La Corte extenderá a nombre de los peritos a los que se
reconozcan los privilegios, inmunidades y facilidades a que se
hace  referencia  en  el  párrafo  1  del  presente  artículo  un
documento  en  el  que  se  certifique  que  están  ejerciendo
funciones  para  la  Corte  y  que  especifique  el  período  que
durarán dichas funciones.
 
 
Artículo 22. Otras personas cuya presencia se requiera en la
sede de la Corte.
 
1.  Se  reconocerá  a  las  otras  personas  cuya  presencia  se
requiera en la sede de la Corte, en la medida en que sea
necesario para su presencia en dicha sede, incluido el tiempo
empleado en viajes para ello, los privilegios, inmunidades y



facilidades que se indican en los apartados
 
a) a d) del párrafo 1 del artículo 20 del presente Acuerdo,
siempre que exhiban el documento a que se hace referencia en
el párrafo 2 del presente artículo.
 
2. La Corte extenderá a las otras personas cuya presencia se
requiera en la sede de la Corte un documento en el que se
certifique que su presencia es necesaria y se especifique el
período durante el cual es necesaria.
 
 
Artículo  23.  Nacionales  y  residentes  permanentes.  En  el
momento  de  la  firma,  la  ratificación,  la  aceptación,  la
aprobación o la adhesión, cualquier Estado podrá declarar que:
 
a) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 6 del artículo
15  y  el  apartado  d)  del  párrafo  1  del  artículo  16,  las
personas indicadas en los artículos 15, 16, 18, 19 y 21 sólo
disfrutarán, en el territorio del Estado Parte del que sean
nacionales  o  residentes  permanentes,  de  los  siguientes
privilegios  e  inmunidades  en  la  medida  necesaria  para  el
desempeño independiente de sus funciones o de su comparecencia
o deposición ante la Corte:
 
i) Inmunidad de arresto o detención personal;
 
ii)  Inmunidad  judicial  de  toda  índole  respecto  de  las
declaraciones que hagan verbalmente o por escrito y de los
actos que realicen en el desempeño de sus funciones ante la
Corte o durante su comparecencia o deposición, inmunidad ésta
que  subsistirá  incluso  después  de  que  hayan  cesado  en  el
desempeño de sus funciones ante la Corte o después de su
comparecencia o deposición ante ella;
 
iii) Inviolabilidad de los papeles y documentos, cualquiera
que sea su forma, y piezas relacionadas con el desempeño de



sus funciones ante la Corte o su comparecencia o deposición
ante ella;
 
iv) A los efectos de sus comunicaciones con la Corte y, en lo
tocante a las personas indicadas en el artículo 19, para sus
comunicaciones con su abogado en relación con su deposición,
el derecho a recibir y enviar papeles, cualquiera que sea su
forma.
 
b)  Las  personas  indicadas  en  los  artículos  20  y  22  sólo
disfrutarán, en el territorio del Estado Parte del que sean
nacionales  o  residentes  permanentes,  de  los  siguientes
privilegios  e  inmunidades  en  la  medida  necesaria  para  su
comparecencia ante la Corte:
 
i) Inmunidad de arresto o detención personal;
 
ii)  Inmunidad  judicial  de  toda  índole  respecto  de  las
declaraciones que hagan verbalmente o por escrito y de los
actos que realicen durante su comparecencia ante la Corte,
inmunidad que subsistirá incluso después de su comparecencia.
 
 
Artículo  24.  Cooperación  con  las  autoridades  de  Estados
Partes.
 
1. La Corte cooperará en todo momento con las autoridades
competentes  de  los  Estados  Partes  para  facilitar  el
cumplimiento de sus leyes e impedir abusos en relación con los
privilegios, las inmunidades y las facilidades a que se hace
referencia en el presente Acuerdo.
 
2. Todas las personas que gocen de privilegios e inmunidades
de conformidad con el presente Acuerdo estarán obligadas, sin
perjuicio de esos privilegios e inmunidades, a respetar las
leyes y reglamentos del Estado Parte en cuyo territorio se
encuentren  o  por  el  que  transiten  en  ejercicio  de  sus



funciones  para  la  Corte.  Estarán  también  obligadas  a  no
inmiscuirse en los asuntos internos de ese Estado.
 
 
Artículo  25.  Renuncia  a  los  privilegios  e  inmunidades
previstos  en  los  artículos  13  y  14.  Los  privilegios  e
inmunidades previstos en los artículos 13 y 14 del presente
Acuerdo no se otorgan a los representantes de los Estados y de
las organizaciones intergubernamentales en beneficio personal,
sino  para  salvaguardar  el  ejercicio  independiente  de  sus
funciones en relación con la labor de la Asamblea, sus órganos
subsidiarios y la Corte. En consecuencia, los Estados Partes
no sólo tienen el derecho, sino la obligación, de renunciar a
los privilegios e inmunidades de sus representantes en todo
caso en que, en opinión de dichos Estados, estos privilegios e
inmunidades podrían constituir un obstáculo a la justicia y la
renuncia sea posible sin perjuicio del fin para el cual se
reconocen. Se reconocen a los Estados que no sean Partes en el
presente Acuerdo y a las organizaciones intergubernamentales
los privilegios e inmunidades previstos en los artículos 13 y
14 del presente Acuerdo en el entendimiento de que asumirán
las mismas obligaciones con respecto a la renuncia.
 
 
Artículo  26.  Renuncia  a  los  privilegios  e  inmunidades
previstos  en  los  artículos  15  a  22.
 
1. Los privilegios e inmunidades previstos en los artículos 15
a  22  del  presente  Acuerdo  se  reconocen  en  interés  de  la
administración de justicia y no en beneficio personal. Podrá
renunciarse  a  ellos  de  conformidad  con  el  párrafo  5  del
artículo 48 del Estatuto y con lo dispuesto en el presente
artículo y se tendrá la obligación de hacerlo en un caso
determinado  cuando  podrían  constituir  un  obstáculo  a  la
justicia y la renuncia sea posible sin perjuicio del fin para
el cual se reconocen.
 



2. Se podrá renunciar a los privilegios e inmunidades:
 
a) En el caso de un Magistrado o del Fiscal, por mayoría
absoluta de los Magistrados;
 
b) En el caso del Secretario, por la Presidencia;
 
c) En el caso de los Fiscales Adjuntos y del personal de la
Fiscalía, por el Fiscal;
 
d) En el caso del Secretario Adjunto y del personal de la
Secretaría, por el Secretario;
 
e) En el caso del personal a que se hace referencia en el
artículo 17, por decisión del jefe del órgano de la Corte que
emplee a ese personal;
 
f) En el caso de los abogados y de las personas que asistan a
los abogados defensores, por la Presidencia;
 
g) En el caso de los testigos y de las víctimas, por la
Presidencia;
 
h) En el caso de los peritos, por decisión del jefe del órgano
de la Corte que haya designado al perito;
 
i) En el caso de las otras personas cuya presencia se requiera
en la sede de la Corte, por la Presidencia.
 
 
Artículo 27. Seguridad social. A partir de la fecha en que la
Corte establezca un sistema de seguridad social, las personas
a que se hace referencia en los artículos 15, 16 y 17 estarán
exentas, en relación con los servicios prestados a la Corte,
de toda contribución obligatoria a los sistemas nacionales de
seguridad social.
 



 
Artículo  28.  Notificación.  El  Secretario  comunicará
periódicamente a todos los Estados Partes los nombres de los
Magistrados, el Fiscal, los Fiscales Adjuntos, el Secretario,
el Secretario Adjunto, el personal de la Fiscalía, el personal
de la Secretaría y los abogados a quienes se apliquen las
disposiciones del presente Acuerdo. El Secretario comunicará
también  a  todos  los  Estados  Partes  información  acerca  de
cualquier cambio en la condición de esas personas.
 
 
Artículo 29. Laissez passer. Los Estados Partes reconocerán y
aceptarán como documentos de viaje válidos los laissez passer
de las Naciones Unidas o los documentos de viaje expedidos por
la Corte a los Magistrados, el Fiscal, los Fiscales Adjuntos,
el  Secretario,  el  Secretario  Adjunto,  el  personal  de  la
Fiscalía y el personal de la Secretaría.
 
 
Artículo 30. Visados. Las solicitudes de visado o permiso de
entrada o salida, en caso de que sean necesarios, presentadas
por  quienes  sean  titulares  de  un  laissez  passer  de  las
Naciones  Unidas  o  del  documento  de  viaje  expedido  por  la
Corte, u otra persona de las referidas en los artículos 18 a
22 del presente Acuerdo que tenga un certificado expedido por
la Corte en que conste que su viaje obedece a asuntos de ésta,
serán tramitadas por los Estados Partes con la mayor rapidez
posible y con carácter gratuito.
 
 
Artículo 31. Arreglo de controversias con terceros. La Corte,
sin perjuicio de las atribuciones y funciones de la Asamblea
de conformidad con el Estatuto, adoptará disposiciones sobre
los medios apropiados de arreglo de las controversias:
 
a) Que dimanen de contratos o se refieran a otras cuestiones
de derecho privado en que la Corte sea parte;



 
b) Que se refieran a cualquiera de las personas mencionadas en
el presente Acuerdo que, en razón de su cargo o función en
relación con la Corte, gocen de inmunidad, si no se hubiese
renunciado a ella.
 
 
Artículo 32. Arreglo de diferencias sobre la interpretación o
aplicación del presente Acuerdo.
 
1. Todas las diferencias que surjan de la interpretación o
aplicación del presente Acuerdo entre dos o más Estados Partes
o entre la Corte y un Estado Parte serán resueltas mediante
consultas, negociación u otro medio convenido de arreglo.
 
2. La diferencia, de no ser resuelta de conformidad con el
párrafo  1  del  presente  artículo  dentro  de  los  tres  meses
siguientes a la presentación de una solicitud por escrito por
una de las partes en ella, será, a petición de cualquiera de
las partes, sometida a un tribunal arbitral de conformidad con
el procedimiento establecido en los párrafos 3 a 6 infra.
 
3. El tribunal arbitral estará compuesto de tres árbitros: uno
será elegido por cada parte en la diferencia y el tercero, que
actuará como presidente del tribunal, será elegido por los
otros dos. Si una de las partes no hubiere nombrado a un
árbitro del tribunal dentro de los dos meses siguientes al
nombramiento de un árbitro por la otra parte, ésta podrá pedir
al  Presidente  de  la  Corte  Internacional  de  Justicia  que
efectúe dicho nombramiento. En caso de que los dos primeros
árbitros no convinieran en el nombramiento del presidente del
tribunal en los dos meses siguientes a sus nombramientos,
cualquiera de las partes podrá pedir al Presidente de la Corte
Internacional  de  Justicia  que  efectúe  el  nombramiento  del
presidente del tribunal.
 
4. A menos que las partes en la diferencia acuerden otra cosa,



el tribunal arbitral decidirá su propio procedimiento y los
gastos serán sufragados por las partes en la proporción que él
determine.
 
5.  El  tribunal  arbitral,  que  adoptará  sus  decisiones  por
mayoría de votos, llegará a una decisión sobre la diferencia
de conformidad con las disposiciones del presente Acuerdo y
las normas aplicables de derecho internacional. El laudo del
tribunal  arbitral  será  definitivo  y  obligatorio  para  las
partes en la diferencia.
 
6. El laudo del tribunal arbitral será comunicado a las partes
en la diferencia, al Secretario y al Secretario General.
 
 
Artículo 33. Aplicabilidad del presente Acuerdo. El presente
Acuerdo se aplicará sin perjuicio de las normas pertinentes de
derecho  internacional,  comprendidas  las  de  derecho
internacional  humanitario.
 
 
Artículo  34.  Firma,  ratificación,  aceptación,  aprobación  o
adhesión.
 
1. El presente Acuerdo estará abierto a la firma de todos los
Estados desde el 10 de septiembre de 2002 hasta el 30 de junio
de 2004 en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York.
 
2.  El  presente  Acuerdo  está  sujeto  a  la  ratificación,
aceptación  o  aprobación  de  los  Estados  signatarios.  Los
instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación serán
depositados en poder del Secretario General.
 
3. El presente Acuerdo estará abierto a la adhesión de todos
los Estados. Los instrumentos de adhesión serán depositados en
poder del Secretario General.
 



 
Artículo 35. Entrada en vigor.
 
1. El presente Acuerdo entrará en vigor treinta días después
de la fecha en que se deposite en poder del Secretario General
el décimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación
o adhesión.
 
2. Respecto de cada Estado que ratifique, acepte o apruebe el
presente Acuerdo o se adhiera a él después del depósito del
décimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o
adhesión, el presente Acuerdo entrará en vigor el trigésimo
día  siguiente  a  la  fecha  en  que  deposite  en  poder  del
Secretario General su instrumento de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión.
 
 
Artículo 36. Enmiendas.
 
1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas al presente
Acuerdo,  mediante  comunicación  escrita  dirigida  a  la
secretaría  de  la  Asamblea.
 
La  secretaría  distribuirá  esta  comunicación  a  todos  los
Estados Partes y a la Mesa de la Asamblea, con la solicitud de
que los Estados Partes le notifiquen si son partidarios de que
se celebre una Conferencia de examen de los Estados Partes
para examinar la propuesta.
 
2. Si, dentro de los tres meses siguientes a la fecha en que
la secretaría de la Asamblea haya distribuido la comunicación,
una  mayoría  de  los  Estados  Partes  le  notifican  que  son
partidarios de que se celebre una conferencia de examen, la
secretaría informará a la Mesa de la Asamblea con miras a
convocar dicha conferencia en ocasión del siguiente período de
sesiones ordinario o extraordinario de la Asamblea.
 



3. Las enmiendas respecto de las cuales no pueda llegarse a un
consenso serán aprobadas por mayoría de dos tercios de los
Estados Partes presentes y votantes, a condición de que esté
presente una mayoría de los Estados Partes.
 
4.  La  Mesa  de  la  Asamblea  notificará  inmediatamente  al
Secretario General cualquier enmienda que hayan aprobado los
Estados Partes en la conferencia de examen. El Secretario
General distribuirá a todos los Estados Partes y a los Estados
signatarios  las  enmiendas  que  se  hayan  aprobado  en  la
conferencia.
 
5. Una enmienda entrará en vigor para los Estados Partes que
la  hayan  ratificado  o  aceptado  sesenta  días  después  del
depósito de los instrumentos de ratificación o aceptación en
poder  del  Secretario  General  por  los  dos  tercios  de  los
Estados que eran Partes en la fecha en que se aprobó la
enmienda.
 
6.  Para  los  Estados  Partes  que  ratifiquen  o  acepten  la
enmienda cuando ya se haya depositado el número requerido de
instrumentos de ratificación o aceptación, la enmienda entrará
en vigor sesenta días después del depósito del instrumento de
ratificación o aceptación del Estado Parte de que se trate.
 
7. Salvo que exprese otra intención, todo Estado que pase a
ser Parte del presente Acuerdo después de la entrada en vigor
de una enmienda de conformidad con el párrafo 5:
 
a) Se considerará Parte en el presente Acuerdo con la enmienda
introducida;
 
y
 
b) Se considerará Parte en el presente Acuerdo sin la enmienda
introducida respecto de cualquier Estado Parte que no esté
obligado por dicha enmienda.



 
 
Artículo 37. Denuncia.
 
1. Un Estado Parte, mediante notificación dirigida por escrito
al Secretario General, podrá denunciar el presente Acuerdo. La
denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que se
reciba la notificación, a menos que en esta se indique una
fecha posterior.
 
2. La denuncia no afectará en modo alguno a la obligación de
un Estado Parte de cumplir cualquiera de las obligaciones
establecidas en el presente Acuerdo a que, de conformidad con
el derecho internacional, estuviere sujeto independientemente
del Acuerdo.
 
 
Artículo  38.  Depositario.  El  Secretario  General  será  el
depositario del presente Acuerdo.
 
 
Artículo  39.  Textos  auténticos.  El  original  del  presente
Acuerdo, cuyas versiones en árabe, chino, español, francés,
inglés y ruso son igualmente auténticas, será depositado en
poder del Secretario General.
 
En  testimonio  de  lo  cual,  los  infrascritos,  debidamente
autorizados para ello, han firmado el presente Acuerdo.
 
I hereby certify that the foregoing text is a true copy of the
Agreement  on  the  Privileges  and  Immunities  of  the
International Criminal Court, done at New York on 9 September
2002.
 
Je certifie que le texte qui précède est une copie conforme de
I’Accord sur les privilèges et immunités de la Cour pénale
internationale, fait à New York le 9 septembre 2002.



 
For the Secretary-General, Pour le Secrétaire général,
 
The Legal Counsel Le Conseiller juridique
 
(Under-Secretary-General  for  Legal  Affairs)  (Secrétaire
général adjoint aux affaires juridiques)
 
Hans
 
Corell
 
United Nations, New York Organisation des Nations Unies 16
September 2002 New York, le 16 septiembre 2002
 
 
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

 
 

Bogotá, D. C., 4 de mayo de 2005. 
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
 

(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ
 

El Ministro de Relaciones Exteriores, 
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. Apruébase el “Acuerdo sobre los Privilegios e
Inmunidades de la Corte Penal Internacional”, hecho en Nueva
York el 9 de septiembre de 2002.
 
 
Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1°
de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo sobre los Privilegios e



Inmunidades de la Corte Penal Internacional”, hecho en Nueva
York el 9 de septiembre de 2002, que por el artículo 1° de
esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en
que  se  perfeccione  el  vínculo  internacional  respecto  del
mismo.
 
 
Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su
publicación.
 
 
 
 

La Presidenta del honorable Senado de la República, 
Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.

 
El Secretario General del Senado de la República, 

Emilio Ramón Otero Dajud.
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
Oscar Arboleda Palacio.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de

Representantes, 
Angelino Lizcano Rivera.

 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL 

Comuníquese y cúmplase. 
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional,

conforme al artículo



LEY 1179 DE 2007
LEY 1179 DE 2007

 

LEY 1179 DE 2007
(diciembre 31)

 
por medio de la cual se aprueba el “Protocolo adicional al
Convenio de Cooperación Judicial en Materia Penal entre la
República de Colombia y el Reino de España, de 29 de mayo de
1997”, suscrito en Madrid, a doce (12) de julio de dos mil

cinco (2005).
 

El Congreso de Colombia
 

Visto el texto de los “Protocolo adicional al Convenio de
Cooperación Judicial en Materia Penal entre la República de
Colombia  y  el  Reino  de  España,  de  29  de  mayo  de  1997”,
suscrito en Madrid, a doce (12) de julio de dos mil cinco
(2005), que a la letra dice:
 
(Para ser trascrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro
del Instrumento Internacional mencionado).
 

PROTOCOLO ADICIONAL AL CONVENIO DE COOPERACIÓN JUDICIAL EN
MATERIA PENAL ENTRE LA REPUBLICA DE COLOMBIA Y EL REINO DE

ESPAÑA, DE 29 DE MAYO DE 1997.
 

La República de Colombia y el Reino de España, en adelante las
Partes,
 
Destacando  la  importancia  de  actualizar  el  Convenio  de
Cooperación Judicial en Materia Penal celebrado entre el Reino
de España y la República de Colombia de 1997, tendiente al

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1179-de-2007/


desarrollo de nuevas formas de cooperación judicial.
 
Resaltando  el  memorandum  de  entendimiento  suscrito  en
Cartagena de Indias el 29 de Octubre de 2004 por el Ministro
de Justicia de España y el Fiscal General de la Nación de la
República de Colombia, así como la constitución, en la misma
fecha,  de  la  Red  Iberoamericana  de  Cooperación  Judicial
(IberRed).
 
Expresando su confianza en la estructura y el funcionamiento
de sus respectivos sistemas jurídicos y en la capacidad de
garantizar un juicio justo
 
Señalando  el  interés  común  de  asegurar  que  la  asistencia
judicial entre las Partes se lleve a cabo de manera oportuna y
de forma compatible con los principios fundamentales de sus
ordenamientos  jurídicos  internos  y  respetando  los  derechos
reconocidos a todas las personas.
 
Conscientes de la necesidad de mejorar y perfeccionar los
mecanismos tradicionales de asistencia judicial internacional
para enfrentar de forma eficaz la criminalidad organizada,
especialmente  el  terrorismo  y  el  tráfico  ilegal  de
estupefacientes  y  de  insumos  químicos  para  elaboración  de
sustancias que produzcan dependencia.
 
Considerando que la cooperación internacional constituye una
herramienta  eficaz  para  enfrentar  la  delincuencia  en
cualquiera  de  sus  manifestaciones.
 
En  observancia  de  las  normas  constitucionales,  legales  y
administrativas  de  las  Partes,  así  como  el  respeto  a  los
principios de Derecho Internacional, de soberanía e integridad
territorial,
 

Han convenido:
 



 
CAPITULO I

 
Disposiciones generales

 
Artículo  1°.  Relación  con  otros  convenios  de  asistencia
judicial. El presente Protocolo tiene por objeto complementar
las disposiciones y facilitar la aplicación entre el Reino de
España y la República de Colombia, del Convenio de Cooperación
Judicial en Materia Penal de 29 de mayo de 1997, sin perjuicio
de acuerdos multilaterales que sobre dicha materia hayan sido
ratificados por las Partes.
 
 
Artículo 2°. Ámbito de aplicación.
 
1. El presente Protocolo será aplicable exclusivamente a las
solicitudes de asistencia judicial que se cursen entre las
Partes, cuya finalidad sea la investigación y represión penal
del  terrorismo,  tráfico  de  sustancias  estupefacientes,  de
insumos químicos, lavado de dinero y blanqueo de capitales,
delitos cometidos por una organización delictiva y delitos
conexos.
 
2.  A  efectos  del  presente  Protocolo,  se  entenderá  por
terrorismo,  las  conductas  tipificadas  como  tales  en  los
ordenamientos jurídicos internos de cada una de las Partes,
así  como  aquellas  conductas  contempladas  como  actos
terroristas,  en  instrumentos  internacionales  vigentes  para
ambas Partes.
 
3.  A  efectos  del  presente  Protocolo,  se  entenderá  por
“organización delictiva” una asociación estructurada de más de
dos personas, establecida durante un cierto periodo de tiempo,
y  que  actúe  de  manera  concertada  con  el  fin  de  cometer
delitos, con independencia de que esos delitos constituyan un
fin  en  sí  mismos  o  un  medio  de  obtener  beneficios



patrimoniales y, en su caso, de influir de manera indebida en
el funcionamiento de la autoridad pública.
 
4. A efectos del presente Protocolo se entenderá por delitos
de tráfico de sustancias estupefacientes y de insumos para su
elaboración,  las  conductas  tipificadas  como  tales  en  los
ordenamientos jurídicos internos de cada una de las Partes,
así como las conductas tipificadas como tales en instrumentos
internacionales vigentes para ambas Partes.
 
 
Artículo 3°. Trámites y procedimientos para la ejecución de
las solicitudes de asistencia judicial.
 
1. En los casos en los que se conceda la asistencia judicial,
la Parte requerida cumplirá la asistencia de acuerdo con las
formas y requisitos especiales indicados en la solicitud, a
menos que sean incompatibles con el presente Protocolo o con
su ordenamiento jurídico fundamental.
 
2. La Parte requerida ejecutará la solicitud de asistencia a
la  brevedad  posible  teniendo  en  cuenta  los  plazos
procedimentales  indicados  por  la  Parte  requirente.
 
3. Si la solicitud no puede ejecutarse total o parcialmente,
la  Parte  requerida  deberá  informar  de  ello  a  la  Parte
requirente, indicando además los términos en los que puede ser
cumplida la asistencia.
 
 
Artículo 4°. Intercambio espontáneo de información.
 
1. Con las limitaciones impuestas por el derecho interno, las
autoridades  competentes  de  ambas  Partes  podrán  suministrar
información,  sin  que  medie  solicitud  alguna  al  respecto,
acerca  de  infracciones  penales  y  de  infracciones  de
disposiciones legales, que razonablemente se entienda puedan



ser perseguidas por la Parte receptora.
 
2. La autoridad que proporcione la información podrá imponer
condiciones  a  la  utilización  de  la  información  por  la
autoridad receptora, de conformidad con su derecho interno.
 
 
 

CAPITULO II
 

Formas específicas de asistencia judicial
 

Artículo  5°.  Protección  de  testigos  y  peritos  en
investigaciones  y  causas  penales.
 
1. Con las limitaciones impuestas por el derecho interno y
cuando exista acuerdo en tal sentido entre las autoridades
competentes  de  ambas  Partes,  una  persona  que  haya  sido
incorporada por la autoridad nacional competente como testigo
o perito protegido en una investigación o una causa penal,
podrá ser admitida en los programas de protección de testigos
y peritos de la otra Parte.
 
2. El traslado y sostenimiento del protegido, será acordado
entre las autoridades competentes a través de las autoridades
centrales.
 
 
Artículo 6°. Utilización de medios técnicos.
 
1. Cuando una persona que se halle en el territorio de una de
las dos Partes deba ser oída como testigo o perito por las
autoridades judiciales de la otra Parte, esta última, en caso
de que no sea oportuno o posible que la persona a la que se
deba  oír  comparezca  personalmente  en  su  territorio,  podrá
utilizar los medios que la tecnología ofrezca y con los que
cuente cada Parte, a efecto de lograr el fin propuesto por la



asistencia judicial.
 
2. Si la Parte requerida no dispone de los medios técnicos
necesarios  para  una  videoconferencia,  la  Parte  requirente
podrá ponerlos a su disposición, previo acuerdo.
 
3.  La  audición  por  videoconferencia  se  regirá  por  las
siguientes  disposiciones:
 
a) Durante la audición estará presente una autoridad judicial
de la Parte requerida, responsable de identificar a la persona
que deba ser oída y de velar por el respeto de los principios
fundamentales del derecho interno de la Parte requerida. De
ser necesario contará con la asistencia de un intérprete.
 
Cuando la autoridad judicial de la Parte requerida considere
que durante la audición se están infringiendo los principios
fundamentales  de  su  ordenamiento  interno,  adoptará
inmediatamente  las  medidas  necesarias  para  garantizar  la
continuación de la audición de conformidad con los citados
principios;
 
b)  Las  autoridades  competentes  de  las  Partes  convendrán,
cuando  sea  necesario,  en  la  adopción  de  medidas  para  la
protección de la persona que deba ser oída;
 
c) La audición será efectuada directamente por la autoridad
judicial  de  la  Parte  requirente  o  bajo  su  dirección,  con
arreglo a su ordenamiento interno.
 
4. Sin perjuicio de las medidas acordadas para la protección
de las personas, finalizada la audición, la autoridad judicial
de  la  Parte  requerida  levantará  acta  de  la  declaración,
indicando la fecha y lugar de la audición, la identidad de la
persona oída, la identidad y calidad de cualesquiera otras
personas de la Parte requerida que hayan participado en la
audición, las prestaciones de juramento, en su caso, y las



condiciones técnicas en las que se haya tomado la declaración.
La  autoridad  competente  de  la  Parte  requerida  transmitirá
dicho  documento  a  la  autoridad  competente  de  la  Parte
requirente.
 
5.  Las  autoridades  centrales  acordarán  previamente  las
condiciones  en  que  se  asumirán  los  costos  de  la
videoconferencia.
 
6.  Las  Partes  podrán,  si  lo  consideran  oportuno,  aplicar
igualmente las disposiciones del presente artículo, cuando sea
apropiado y con el acuerdo de sus autoridades competentes, a
la audición por videoconferencia de un acusado. En este caso,
la decisión de mantener la videoconferencia y la forma en que
ésta se lleve a cabo, estarán supeditadas al acuerdo de las
Partes  de  conformidad  con  su  derecho  interno  y  con  los
correspondientes instrumentos internacionales.
 
 
Artículo 7°. Entregas vigiladas.
 
1. Las Partes se comprometerán a permitir en sus territorios,
en  la  medida  que  lo  permita  su  ordenamiento  jurídico
fundamental, y a petición de la otra Parte, entregas vigiladas
en el marco de investigaciones penales.
 
2. La decisión relativa a la realización de entregas vigiladas
la tomará en cada caso la autoridad competente de la Parte
requerida, en virtud de su ordenamiento interno.
 
3. Las entregas vigiladas se efectuarán de conformidad con los
procedimientos vigentes en la Parte requerida. La competencia
de  actuación,  así  como  la  dirección  y  el  control  de  las
operaciones, recaerá en las autoridades competentes de dicha
Parte.
 
 



Artículo 8°. Equipos conjuntos de investigación.
 
1. Las autoridades competentes de ambas Partes podrán, de
acuerdo  a  su  ordenamiento  jurídico  fundamental,  integrar
comisiones de investigación con un fin determinado y por un
período establecido, que podrá ampliarse con el consentimiento
de ambas, para llevar a cabo investigaciones penales en el
territorio  de  una  de  ellas.  La  composición  del  equipo  se
determinará en el acuerdo de constitución del mismo. Podrán
crearse equipos conjuntos de investigación en los siguientes
casos:
 
a)  Cuando  la  investigación  de  infracciones  penales  que
adelante una Parte, revista complejidad y afecte también a la
otra;
 
b)  Cuando  se  realicen  investigaciones  sobre  infracciones
penales que, debido a las circunstancias del caso, requieran
una actuación coordinada y concertada. Cualquiera de las dos
Partes podrá formular una solicitud de creación de un equipo
conjunto  de  investigación.  El  equipo  se  creará  en  el
territorio de una de las Partes en donde se prevea efectuar la
investigación.
 
2.  El  equipo  conjunto  de  investigación  actuará  en  el
territorio  de  ambas  Partes,  con  arreglo  a  las  siguientes
condiciones generales:
 
a)  Estará  dirigido  por  un  representante  de  la  autoridad
competente que participe en la investigación penal de la Parte
en la que actúe el equipo.
 
El  jefe  del  equipo  actuará  dentro  de  los  límites  de  las
competencias que tenga atribuidas con arreglo al ordenamiento
jurídico interno;
 
b)  El  equipo  actuará  de  conformidad  con  el  ordenamiento



jurídico interno de la Parte en la que se esté llevando a cabo
la investigación. Sus miembros realizarán la labor bajo la
dirección  del  jefe  designado,  teniendo  en  cuenta  las
condiciones establecidas por sus propias autoridades en el
acuerdo de constitución del equipo.
 
3.  Los  integrantes  del  equipo  conjunto  de  investigación,
tendrán derecho a estar presentes cuando se tomen medidas de
investigación en el territorio donde esté actuando el equipo.
No  obstante,  por  razones  específicas  y  con  arreglo  al
ordenamiento jurídico interno de la Parte en la que actúe el
equipo, el jefe del mismo podrá decidir lo contrario.
 
4. De conformidad con el ordenamiento jurídico interno de la
Parte en la que actúe el equipo conjunto de investigación, el
jefe del mismo podrá encomendar a las personas destinadas a
él, la ejecución de determinadas medidas de investigación,
cuando así lo aprueben las autoridades competentes de ambas
Partes.
 
5. Cuando el equipo conjunto de investigación necesite que se
tomen medidas de investigación en el territorio de la Parte
donde no esté actuando, los miembros destinados al mismo,
podrán pedir a sus propias autoridades competentes que tomen
tales  medidas.  Estas  medidas  se  examinarán  en  las  mismas
condiciones  en  que  serían  solicitadas  en  el  marco  de  una
investigación nacional.
 
6. Cuando el equipo conjunto de investigación necesite ayuda
de un tercer Estado, que no haya participado en la creación
del equipo, las autoridades competentes de la Parte en la que
actúe el equipo, podrán formular la petición de ayuda a las
autoridades  competentes  del  tercer  Estado  afectado,  de
conformidad con los instrumentos o disposiciones aplicables,
informando sobre esta situación a la otra Parte.
 
7. La información que obtenga legalmente un miembro de un



equipo conjunto de investigación y a la que no tengan acceso
de otro modo las autoridades competentes de la otra Parte,
podrá utilizarse para los siguientes fines:
 
a) Para los fines para los que se haya creado el equipo;
 
b) Para su uso, condicionado a la autorización previa de la
Parte en que se haya obtenido la información, para descubrir,
investigar  y  enjuiciar  otras  infracciones  penales.  Dicha
autorización podrá denegarse únicamente en los casos en que
esta utilización ponga en peligro las investigaciones penales
de la otra Parte;
 
c) Para evitar una amenaza inmediata y grave para la seguridad
pública, y sin perjuicio de lo dispuesto en la letra b), si
ulteriormente se iniciara una investigación penal;
 
d) Las autoridades competentes de ambas Partes, tendrán acceso
inmediato a la información que obtengan los equipos conjuntos,
la cual deberá ser tratada de manera reservada. El jefe del
equipo velará por el cumplimiento de esta obligación.
 
8. Las Partes velarán por la seguridad e integridad de los
miembros de los equipos conjuntos de investigación que se
constituyan de conformidad con este artículo.
 
 
Artículo 9°. Operaciones encubiertas.
 
1. Las Partes, en la medida que lo permita su ordenamiento
jurídico fundamental, podrán convenir en colaborar para la
realización de investigaciones de actividades delictivas por
parte de agentes que actúen infiltrados o con una identidad
falsa.
 
2.  La  decisión  sobre  la  solicitud,  duración  de  la
investigación  encubierta,  condiciones  concretas  y  régimen



jurídico  de  los  agentes,  la  tomarán  en  cada  caso  las
autoridades competentes de la Parte requerida ateniéndose a lo
dispuesto en su ordenamiento jurídico fundamental.
 
3.  Las  investigaciones  encubiertas  se  realizarán  de
conformidad con el derecho y los procedimientos de la Parte en
cuyo territorio se realicen.
 
4. Las Partes colaborarán para garantizar la preparación y
supervisión de la investigación encubierta y la adopción de
medidas  de  seguridad  de  los  agentes  que  actúen  de  manera
encubierta o con identidad falsa.
 
 
Artículo  10.  Responsabilidad  penal  en  relación  con  los
funcionarios.  Durante  las  operaciones  contempladas  en  los
artículos 7°, 8° y 9° del presente Protocolo, los funcionarios
procedentes de autoridades de la Parte que no sea aquella en
el  que  se  desarrolla  la  operación,  se  asimilarán  a  los
funcionarios de esta última, en lo relativo a las infracciones
en las que pudieran incurrir.
 
 
Artículo  11.  Responsabilidad  civil  en  relación  con  los
funcionarios.
 
1. La Parte en cuyo territorio se causaren daños y perjuicios
por los miembros de un equipo conjunto en el desarrollo de sus
cometidos, asumirá la reparación de los mismos.
 
2.  La  Parte  cuyos  funcionarios  hubieren  causado  daños  y
perjuicios en el territorio de la otra restituirá íntegramente
a esta última los importes que hubiera abonado.
 

 
 
 



CAPITULO III
 
 

Artículo 12. Protección de datos de carácter personal.
 

1. Los datos de carácter personal comunicados con arreglo al
presente Protocolo podrán ser utilizados por la Parte al que
se hayan transmitido:
 
a) Para los procedimientos a los que se aplica el presente
Protocolo;
 
b)  Para  otros  procedimientos  judiciales  y  administrativos
directamente  relacionados  con  los  procedimientos  a  que  se
refiere la letra a);
 
c)  Para  prevenir  una  amenaza  inmediata  y  grave  para  la
seguridad pública;
 
d)  Para  cualquier  otra  finalidad,  únicamente  previa
autorización de la Parte transmisora, a menos que la otra
parte  haya  obtenido  el  consentimiento  de  la  persona
interesada.
 
2. El presente artículo se aplicará igualmente a los datos
personales que no hayan sido comunicados pero que se hayan
obtenido de otra manera con arreglo al presente Protocolo.
 
3. Según las circunstancias de cada caso particular, la Parte
transmisora  podrá  exigir  a  la  otra  Parte  a  la  que  haya
transmitido  los  datos  de  carácter  personal,  que  facilite
información sobre la utilización que se haya hecho de ellos.
 
4. En los casos en que se hayan impuesto condiciones a la
utilización  de  los  datos  personales,  prevalecerán  dichas
condiciones.
 



5. El presente artículo no se aplicará a los datos personales
obtenidos por una Parte con arreglo al presente Convenio y que
tengan su origen en dicha Parte.
 

 
 
 

CAPITULO IV
 
 

Artículo 13. Mecanismos para facilitar la cooperación Judicial
en Materia Penal. Las Partes cooperarán adicionalmente a

través de las siguientes modalidades:
 

1. Intercambio de experiencias jurídico-científicas en materia
de  investigación  criminal,  terrorismo,  tráfico  de
estupefacientes,  tráfico  de  insumos  químicos,  lavado  de
dinero, y blanqueo de capitales, delincuencia organizada y
delitos conexos.
 
2.  Intercambio  de  publicaciones  relacionadas  con
modificaciones introducidas a sus sistemas judiciales y nuevos
criterios  jurisprudenciales  en  las  áreas  que  abarca  el
presente instrumento.
 
3. Organización de jornadas académicas con participación de
fiscales,  jueces,  magistrados  y  demás  servidores  de  las
entidades  encargadas  de  la  investigación  y  juzgamiento  de
conductas punibles.
 
4. Programas de cooperación para la asistencia a víctimas.
 
Para la realización de las actividades y encuentros previstos
en  este  Protocolo,  las  autoridades  centrales  acordarán  la
metodología que se utilizará en cada uno de ellos, así como
también,  la  duración  de  los  mismos  y  el  número  de
participantes.



 
 
 

CAPITULO V
 
 

Artículo 14. Entrada en vigor y duración.
 

1. El presente Protocolo entrará en vigor el primer día del
segundo  mes  después  del  canje  de  los  Instrumentos  de
Ratificación.
 
2. El presente Protocolo permanecerá en vigor mientras lo esté
el Convenio de Cooperación Judicial en Materia Penal entre la
República de Colombia y el Reino de España, de 29 de mayo de
1997.
 
3. El presente Protocolo podrá ser denunciado por cualquiera
de las Partes en cualquier momento, de manera independiente al
Convenio de Cooperación Judicial en Materia Penal entre las
República de Colombia y el Reino de España de 29 de mayo de
1997, mediante Nota Diplomática, la cual surtirá efectos seis
meses después de la fecha de recepción por la otra Parte. La
denuncia no afectará las solicitudes de asistencia en curso.
 
Suscrito en Madrid, a 12 de julio de dos mil cinco en dos
ejemplares en idioma español, siendo ambos textos igualmente
válidos y auténticos.
 
 
 

Por la República de Colombia, 
Luis Camilo Osorio,

 
Fiscal General. 

Por el Reino de España,
 



Juan Fernando López Aguilar, 
Ministro de Justicia.

 
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO 

Presidencia de la República 
Bogotá, D. C., 18 de noviembre de 2005. 

Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso
Nacional para los efectos constitucionales.

 
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 
La Ministra de Relaciones Exteriores, 

(Fdo.) Carolina Barco Isakson.
 

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. Apruébase el “Protocolo Adicional al Convenio de
Cooperación Judicial en Materia Penal entre la República de
Colombia  y  el  Reino  de  España,  de  29  de  mayo  de  1997”,
suscrito en Madrid, a doce (12) de julio de dos mil cinco
(2005).
 
 
Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1
° de la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo adicional al Convenio de
Cooperación Judicial en Materia Penal entre la República de
Colombia  y  el  Reino  de  España,  de  29  de  mayo  de  1997”,
suscrito en Madrid, a doce (12) de julio de dos mil cinco
(2005),  que  por  el  artículo  1°  de  esta  ley  se  aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el
vínculo internacional respecto del mismo.
 
 
Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su
publicación.
 



 
 
 

La Presidenta del honorable Senado de la República, 
Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.

 
El Secretario General del Senado de la República, 

Emilio Ramón Otero Dajud.
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
Oscar Arboleda Palacio.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de

Representantes, 
Angelino Lizcano Rivera.

 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL 

Comuníquese y cúmplase. 
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional,

conforme al artículo


